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INTRODUCCIÓN

Ni transición, ni reparación. Persistencia de los obstáculos en el acceso al de-
recho a la reparación para mujeres víctimas de violencia sexual en el SIVJRNR1

En vista de los diferentes regímenes jurídicos creados en Colombia para afron-
tar las graves violaciones de derechos humanos e infracciones al DIH en el con-
flicto armado y la respuesta que dentro de los mismos han encontrado las niñas 
y mujeres víctimas de violencia sexual que reclaman su derecho a la reparación, 
se hace necesario estudiar cómo es su desarrollo en el marco del Sistema Inte-
gral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) y en qué situa-
ción quedan estas víctimas. Por esta razón, el presente documento desarrolla 
tres apartados. En el primero, se aborda la implicación de adoptar un enfoque 
de reparación transformadora para las víctimas de violencia sexual y el choque 
de esta idea con la concepción que da origen al sistema actual de reparaciones. 
En un segundo momento, se analiza qué cambios trajo el desarrollo normativo 
del Acuerdo Final de Paz (en adelante AFP) en el sistema de reparaciones y las 
implicaciones que puede tener para las víctimas de violencia sexual. Finalmen-
te, se identifican algunos de los principales obstáculos que existen para la ga-
rantía del derecho a la reparación de las víctimas y que deberían ser abordados 
por todas las entidades del SIVJRNR, en el marco de sus principios fundantes de 
integralidad y articulación. 

1	 La autora agradece la revisión, sugerencias y comentarios de María Daniela Díaz Villamil, que permi-
tieron nutrir y actualizar el presente documento.
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El derecho a la reparación integral de las víctimas de graves violaciones 
de derechos humanos tiene como fin el resarcimiento de los daños sufri-
dos2. En general, se ha señalado que el ideal es alcanzar la restitutio in in-

tegrum, es decir, devolver a las víctimas a la situación previa a la victimización3; 
sin embargo, como se analizará más adelante, en los casos de violencias contra 
las mujeres este paradigma de la reparación ha sido reconsiderado, pues la resti-
tución implica devolver a las mujeres a contextos de discriminación y violencias 
estructurales que preceden y exceden los escenarios del conflicto armado o de 
escenarios de graves violaciones de derechos humanos. Es por este motivo que, 
desde hace más de una década4, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante CorteIDH) acuñó la categoría de reparación transformadora, con 
el ánimo de impulsar reformas para el andamiaje jurídico y político domestico 
para ofrecer una alternativa garantista a las mujeres victimizadas, que enfrente 
los factores socioculturales que atraviesan estas violencias. 

Por su parte, la Corte Constitucional también ha reconocido la vocación trans-
formadora que deben tener las medidas de reparación en casos de violencia se-
xual contra las mujeres en el contexto del conflicto armado, en cuanto al “dere-
cho a la reparación por delitos de violencia sexual dentro del conflicto armado 
no se limita a restaurar la situación en la que se encontraba la víctima, sino en 
transformar la situación preexistente para reaccionar ante aquellas circunstan-
cias que hicieron posible el hecho delictivo”5 y, en ese mismo sentido, señaló 
que “la reparación colectiva debe estar orientada siempre con un enfoque trans-
formador y diferencial que excluya cualquier forma de discriminación, como 
aquel que, por ejemplo, surge de la violencia sexual”6. 

En 2007, defensoras  y  activistas  de  los  derechos  de  las  mujeres,  así  como 
sobrevivientes  de  violencia  sexual  en  situaciones  de  conflicto  procedentes  

2	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-588. (5, diciembre, 2019). M.P. José Fernando 
Reyes Cuartas. Expediente D-13170.  Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2019/C-588-19.htm

3	 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Omeara Carrascal y otros vs. Colombia. 
Fondo, Reparaciones y Costas. (21, noviembre, 2018) [en línea]. Serie C No. 368, párr. 285. https://
www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_368_esp.pdf

4	 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) 
vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. (16, noviembre, 2009) [en línea]. 
Serie C No. 205. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf

5	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-718 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
Expediente T-6.118.808. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-718-17.htm

6	 Ibíd. 
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de  África, Asia,  Europa,  Sudamérica,  Centroamérica  y  Norteamérica elabo-
raron y publicaron la Declaración de Nairobi sobre el derecho de las mujeres y 
las niñas a interponer recursos y obtener reparaciones, con el fin de visibilizar 
y exigir la garantía de su derecho a vivir una vida libre de violencias en el mar-
co de los conflictos armados. En este instrumento se asume la importancia de 
garantizar reparaciones adecuadas para las víctimas, particularmente de vio-
lencia sexual, y señala que estas “deben  impulsar,  al  final  del  conflicto,  la  
transformación de  las  injusticias  socioculturales  y  desigualdades  políticas  
y  estructurales  que inciden  en  la  vida  de  las  mujeres  y  las  niñas;  que  no  
bastan  la  reintegración  y la  restitución  en  sí  como  objetivos  de  las  repara-
ciones,  ya  que  los  orígenes de  las  violaciones  contra  las  mujeres  y  las  niñas  
anteceden  a  las  situaciones de  conflicto”7.

Por su parte, el Comité para la eliminación de la discriminación contra la mu-
jer, en 2013, expresó, en su recomendación General No. 30, que la justicia tran-
sicional puede generar cambios transformadores en la vida de las mujeres, toda 
vez que sus mecanismos son “una oportunidad  única  para  que  los  Estados  
partes  sienten  la  base  para lograr  una  igualdad  de  género  sustantiva  atajan-
do  la  discriminación  por razón  de  sexo  y  género  preexistente  y  arraigada  
que  impedía  a  las mujeres  disfrutar  de  sus  derechos  en  virtud  de la Con-
vención”8. Adicionalmente, en la Nota Orientativa del Secretario General de la 
ONU sobre reparaciones por la violencia sexual relacionada con los conflictos 
señaló que estas “deben esforzarse por tener un efecto transformador de estas 
desigualdades, en lugar de restablecer o reforzar las condiciones estructurales 
de una sociedad que sostienen estas prácticas y creencias y que sirven de base 
para cometer actos de violencia sexual”9.

En la misma línea, según la Relatoría Especial sobre la Promoción de la Ver-
dad, la Justicia, la Reparación y las Garantías de No Repetición de Naciones Uni-
das (ONU), las reparaciones transformadoras para mujeres víctimas de violen-
cia sexual deben tener en cuenta que las medidas adoptadas: 

7	  ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). Declaración de Nairobi sobre el derecho de las muje-
res y las niñas a interponer recursos y obtener reparaciones. (5, abril, 2016). Numeral 3. https://www.
fidh.org/IMG/pdf/DeclaraciondeNairobi-es.pdf

8	  ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). Comité para la eliminación de la discriminación contra 
la mujer. Recomendación General No. 30 sobre sobre las mujeres en la prevención de conflictos y en 
situaciones de conflicto y posteriores a conflictos. (1, noviembre, 2013).  CEDAW /C/CG/30, párr. 77.

9	  ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). Secretario General. Nota Orientativa del Secretario 
General de la ONU sobre reparaciones por la violencia sexual relacionada con los conflictos. (Junio, 
2014). P. 12. https://www.ohchr.org/Documents/Issues/Women/WRGS/PeaceAndSecurity/Repara-
tionsForCRSV_sp.pdf
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ii. Permitan superar las brechas en el goce 
de los derechos por su género. 

iii. Faciliten un nuevo lugar de las mujeres individualmen-
te consideradas, frente a sus familias y su comunidad 

iv. Propicien otros escenarios ya sea económicos o de 
otra índole, en donde se reflejen las situaciones y ro-
les que debieron asumir durante el conflicto10. 

El reconocimiento de que la incorporación del enfoque de género en las repa-
raciones pasa por la construcción de medidas transformadoras, es un punto de 
quiebre importante en el abordaje tradicional restitutivo de las reparaciones, y 
que sigue vigente nuestro ordenamiento y en algunos ámbitos, derecho inter-
nacional de los derechos humanos. En contraposición, una reparación transfor-
madora tiene una naturaleza de justicia distributiva, social y prospectiva11, que 
busca no solo la eliminación de la estructura discriminatoria que antecede a las 
violencias, sino también la prevención, como garantía de no repetición. 

Así, la existencia del estándar internacional y doméstico de procurar repara-
ciones transformadoras12 para resarcir los daños causados como consecuen-
cia de las violencias contra las mujeres en general, y de la violencia sexual, en 
particular, se traduce en unos deberes por parte del Estado, que, como se verá 

10	ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). Asamblea general. (17, julio, 2020). Relator Especial 
sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición. La pers-
pectiva de género en los procesos de justicia transicional. A/75/174, párr. 38. file:///C:/Users/User/
Downloads/A_75_174-ES.pdf

11	UPRIMNY, Rodrigo y SAFFON, María. (2009). Reparaciones transformadoras, justicia distributiva y 
profundización democrática [en línea]. Colombia: Centro Internacional para la Justicia Transicional 
(ICTJ) y Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (DeJuSticia), p. 31-70. https://www.cor-
teidh.or.cr/tablas/r25595.pdf

12	 En el mismo sentido, pero en un contexto general sobre la vigencia de la Ley 1448 de 2011, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-588 de 2017 estableció que: es necesario que las medidas de justicia 
transicional que han sido adoptadas no sean concebidas y aplicadas como iniciativas aisladas e inde-
pendientes, sino como parte de un sistema que pretende satisfacer de manera integral los derechos 
de las víctimas, generar transformaciones de diversa naturaleza y evitar la repetición de los hechos.

10
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a lo largo del presente texto, aún están lejos de cumplirse. Por ello, al revisar 
el contenido del derecho a la reparación deben tenerse en cuenta no solamen-
te aquellas categorías y medidas decantadas de otras experiencias, sino que se 
debe sumar un verdadero ejercicio de implementar el enfoque de género, para 
que las reparaciones cumplan con sus principios básicos de integralidad, uni-
versalidad, proporcionalidad, complementariedad y participación, más en un 
escenario de justicia transicional que recibe las deudas de la invisibilización y 
exclusión de los derechos las mujeres víctimas de violencia sexual en el marco 
del conflicto armado. 

En Colombia, la Corte Constitucional ha abordado los tipos de medidas de 
reparación en el mismo sentido de la Resolución de la Asamblea General de la 
ONU 60/147 (“Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos huma-
nos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones), y ha establecido que estas son: restitución, 
rehabilitación, indemnización, satisfacción y la no repetición13.

Como se indicó anteriormente, la restitución es la primera alternativa 
frente al daño causado por la violación de derechos humanos, toda vez que su 
finalidad es la de revertir o garantizar la cesación de los hechos victimizantes. 
La CorteIDH ha establecido que es el restablecimiento a la situación anterior en 
la que se encontraba la víctima14. En el mismo sentido, la Corte Constitucional 
señaló que la restitución plena “hace referencia al restablecimiento de la víc-
tima a la situación anterior al hecho de la violación, entendida esta como una 
situación de garantía de sus derechos fundamentales”15 y su máximo ejemplo 
se encuentra contemplado en el componente de restitución de tierras de la Ley 
1448 de 2011.  

En el caso de las mujeres víctimas de violencia sexual, una restitución 
transformadora puede contemplar medidas como: acceder a bienes y tie-

13	ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). Asamblea General. (16, diciembre, 2005). Principios y 
directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas interna-
cionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a inter-
poner recursos y obtener reparaciones. Resolución 60/147 de 2005; Corte Constitucional. Sentencias:  
C-180 de 2014 y T-083 de 2017.

14	  CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. (22, noviembre, 2016) [en línea]. Serie C No. 325. Párr. 317. 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_325_esp.pdf

15	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-344 de 2017. (24, mayo, 2017). M.P. Alejandro 
Linares Cantillo. Expediente: D-11709. Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2017/C-344-17.htm



rras, asegurar que conozcan y ejerzan su derecho a la propiedad, el restable-
cimiento de las relaciones familiares y de pareja, la reunificación familiar, el 
retorno a los territorios propios, el restablecimiento del proyecto educativo y 
de generación de ingresos, incluyendo oportunidades para la educación y el tra-
bajo en áreas que no son tradicionalmente consideradas femeninas16. Además, 
no solo debería contemplarse el acceso a la educación en los casos de mujeres 
forzadas a abandonar sus estudios, sino también para aquellas que jamás tuvie-
ron acceso debido a la discriminación y la violencia de las que fueron víctimas 
desde niñas, así, no solo se contemplaría una medida de reparación restitutiva, 
sino también correctiva al atender una de las causas históricas de discrimina-
ción contra niñas y mujeres. En este mismo sentido, habría que considerar las 
necesidades específicas del ciclo vital y, en consecuencia, permitir la elabora-
ción de capacidades lectoescritoras de adultas mayores y la posibilidad de que 
terminen sus estudios bajo una modalidad que les sea accesible y adecuada. 
Adicionalmente, ante la transformación de las relaciones familiares y comu-
nitarias de las mujeres víctimas de violencia sexual, restituir su identidad pasa 
por medidas hacia la comunidad que busquen “modificar los estereotipos cultu-
rales del valor de la pureza y de la sexualidad de la mujer”17. 

A través de la rehabilitación se busca resarcir los daños a la salud física, 
mental y emocional de las víctimas, donde se incluyen las perspectivas psico-
social y comunitaria. Adicionalmente, en el derecho internacional de los dere-
chos humanos y en jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha reconocido 
que aquí se incluye atención médica y psicológica, así como servicios jurídi-
cos y sociales18. En los casos de mujeres víctimas de violencia sexual, tanto la 
jurisprudencia de la CorteIDH, como de la Corte Constitucional, coinciden en 
que la atención en salud que se preste a las víctimas debe ser integral, gratuita, 
disponible, aceptable, accesible, de calidad y especializada para tratar este tipo 
de hechos victimizantes19. Además, gracias a las exigencias de las mujeres y sus 
organizaciones, jurídicamente existe el deber del Estado de garantizar la salud 

16	 CORPORACIÓN SISMA MUJER. Reparación colectiva incluyente y transformadora. Lineamientos de 
reparación colectiva con enfoque de género y étnico en la política de reparación a las víctimas. Bogotá 
D.C. 2017, p. 30.

17	 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS (ONU). (23, abril, 2010). Relatora Especial sobre la violencia 
contra la mujer, sus causas y consecuencias. Informe anual. A/HCR/14/22, párr. 50. https://undocs.
org/pdf?symbol=es/A/HRC/14/22  

18	 ONU. Op. Cit.  Principio 21; CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-795 de 2014. 

19	CORTE IDH. Caso Espinoza Gonzáles vs. Perú; CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-025 de 2010 y 
Auto 009 de 2015. 

12
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sexual y reproductiva de las mujeres, libre de estereotipos20, como respuesta al 
impacto de la violencia desproporcionada y diferencial que han sufrido en el 
marco del conflicto armado. Al respecto, en el Auto 009 de 2015 la Corte Consti-
tucional estableció que:

El Estado debe brindar a las sobrevivientes de violencia sexual los recursos 
integrales en salud, tales como: exámenes médicos completos y tratamientos 
de calidad que, por un lado, diagnostiquen de manera completa las afecta-
ciones en la salud de las sobrevivientes y, por otro, ordenen las medidas y 
tratamientos necesarios para superar estas afectaciones. De tal manera que 
las instituciones competentes deben practicar exámenes especializados para 
determinar detalladamente las afectaciones a la mujer, especialmente las 
que lesionan la salud sexual y reproductiva de las mujeres, y luego garan-
tizar el tratamiento idóneo para su recuperación21.

Adicionalmente, una rehabilitación transformadora debería 
orientarse a proveer “tratamientos especializados requeridos particularmente 
en salud sexual y reproductiva, y a elaborar el daño emocional; también a ge-
nerar autonomía comprendiendo las violencias y su intención, el sufrimiento 
de las mujeres y la afectación que tiene la violencia en sus entornos, revisar los 
roles que ejercen las mujeres y su limitación para la participación en espacios 
públicos, y transformar la relación de las mujeres consigo mismas, entre mu-
jeres y con sus entornos”22. En este mismo sentido, uno de los impactos físicos 
ocasionados por la violencia sexual es la imposibilidad posterior de concebir y 
tener hijas e hijos, por lo que una forma de rehabilitación, no solo a su salud, 
sino a su proyecto de vida, debería incluir el acceso a tratamientos de fertilidad 
gratuitos23. 

La mayoría de mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto, 
que son acompañadas por Sisma Mujer, expresan la necesidad de contar con 
espacios de encuentro y orientación, donde puedan construir redes de apoyo 

20	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-754. (10, diciembre, 2015). M.P. Gloria Ste-
lla Ortiz Delgado. Expediente D-10849. Bogotá D.C https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2015/C-754-15.htm

21	COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. AUTO 009. (27, enero, 2015). M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
Bogotá D.C.  https://secretariageneral.gov.co/transparencia/control/informaci%C3%B3n-poblaci%-
C3%B3n-vulnerable/auto-009-2015

22	 CORPORACIÓN SISMA MUJER. Op. Cit.  p. 30.

23	 ONU. Op. Cit. Párr. 33.
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entre ellas, desarrollar actividades que ayuden a tramitar los impactos de la vio-
lencia y acceder a sesiones de asesoría para mujeres víctimas de violencias den-
tro y fuera del conflicto, entendiendo que no son hechos aislados o separados, 
sino que hacen parte del continuum de violencias, a las que han sido histórica-
mente sometidas. 

En cuanto a la indemnización, de una parte, la Resolución 60/14724 esta-
blece que las indemnizaciones por violaciones a los derechos humanos deben 
ser apropiadas y proporcionales a la gravedad y las circunstancias de cada caso 
y cubrir los perjuicios económicos causados, entre otros, por: 

i. El daño físico o mental, 

ii. La pérdida de oportunidades, 

iii. Los daños materiales y la pérdida de ingresos,  
incluido el lucro cesante, 

iv. Los perjuicios morales y 

v. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamen-
tos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales. 

De otra parte, la CorteIDH ha establecido que la indemnización corresponde 
a los perjuicios ocasionados a las víctimas que pueden ser materiales o inmate-
riales25. El primero entendido como “la pérdida o detrimento de los ingresos de 
la víctima y, en su caso, de sus familiares, y los gastos efectuados como conse-
cuencia de los hechos en el caso”26; y el segundo, “puede comprender tanto los 

24	  ONU. Op. Cit. Principio 20. 

25	CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Blake vs. Guatemala. Reparaciones y 
Costas. (22, enero, 1999) [en línea]. Serie C No. 48. Párr. 42. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/
articulos/seriec_48_esp.pdf

26	CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso López Álvarez vs. Honduras. Fondo, 
Reparaciones y Costas. (1, febrero, 2006) [en línea]. Serie C No. 141. Párr. 155. https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_141_esp.pdf
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sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas directas y a sus allegados, 
y el menoscabo de valores muy significativos para las personas, como las altera-
ciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víctima 
o su familia”27.

Estos estándares son relevantes a la hora de comprender el contenido de la 
obligación de reparar en su contenido económico, pues han sido establecidos 
con el fin de que el daño sea efectivamente reparado en todas sus dimensiones, 
atendiendo a los principios de integralidad, proporcionalidad y efectividad. En 
principio, estos deberían ser los criterios que rijan los sistemas de reparación 
económica a las víctimas, sin embargo, en escenarios de violaciones masivas, 
como las cometidas en el contexto del conflicto armado colombiano, se han es-
tablecido alternativas para atender a una mayor cantidad de víctimas, a través 
de programas de reparación administrativas, como sucede en Colombia actual-
mente con la Ley 114828. 

En efecto, en Colombia existen dos regímenes para la indemnización: el judi-
cial y el administrativo. La reparación judicial se caracteriza por: 

i. Atender al daño causado tanto material como inmaterial, 

ii. Tener efectos inter partes, 

iii. Tener un estándar probatorio más alto para acre-
ditar el daño sufrido por la víctima, y 

iv. Estar ligada a otras formas de justicia, como 
la retributiva o la administrativa. 

27	 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Acosta Calderón vs. Ecuador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. (24, junio, 2005) [en línea]. Serie C No. 129. Párr. 158. https://www.corteidh.
or.cr/docs/casos/articulos/seriec_129_esp1.pdf.

28	 COLOMBIA. CONSTITUCIÓN POLÍTICA. Artículo 132. Bogotá D.C. 1991 y MINISTERIO DE JUSTICIA. 
Decreto 4800 de 2011. Por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras disposiciones. (14, 
enero, 2016) [en línea]. https://www.unidadvictimas.gov.co/es/decreto-4800-de-2011/13108
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Por su parte, la reparación administrativa

 

i. Tiene el propósito de atender situaciones ma-
sivas de violación de derechos humanos, 

ii. Es una política pública y por tanto los recursos son limitados, 

iii. El estándar probatorio es menor ya que no se 
da en el contexto de un proceso judicial, 

iv. No se encuentra ligada a otras formas de justicia y 

v. No se tasa según el daño sufrido por la víctima, sino 
de acuerdo con unos criterios fijados de antema-
no por el Estado, que suelen ser mucho menores a 
las indemnizaciones ordenadas en las judiciales. 

Ahora, debido a la diferencias entre estos dos modelos de indemnización y la 
obligación del Estado de cumplir con unos criterios mínimos para la garantía del 
derecho, la Corte Constitucional ha establecido que “ambas vías tanto la judicial 
como la administrativa deben estar articuladas institucionalmente, deben com-
plementarse, no existir exclusión entre las mismas, y deben garantizar, en su con-
junto, una reparación integral, adecuada y proporcional a las víctimas”29, con lo 
cual, hasta antes de la implementación del AFP era inadmisible que se confundie-
ran o equipararan. 

En cuanto a la indemnización de las mujeres víctimas de violencia sexual en 
el marco del conflicto armado, existen obstáculos estructurales que han imposi-
bilitado un adecuado acceso a las dos vías de indemnización. En la vía judicial, 
la impunidad de más del 97 %30 en este tipo de casos repercute en la dificultad 

29	  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-286. (20, mayo, 2014). M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
Expediente D-9930. Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-286-14.htm

30	 Mesa de Seguimiento a los Autos 092 de 2008 y 009 de 2015 - Anexos reservados- de la Corte 
Constitucional. Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia sexual. Séptimo informe de 
seguimiento al Auto 092 de 2008 y segundo informe de seguimiento al Auto 009 de 2015. Anexos 
reservados - Corte a noviembre de 2019, pág. 17.
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para el acceso a reparaciones de las víctimas, pues en ausencia de garantías 
para la denuncia, del debido proceso y, en general, de la debida diligencia, se 
imponen límites que impiden el reconocimiento de dicha violencia, bien sea en 
sedes judiciales ordinarias o transicionales. 

Por su parte, para el mecanismo de reparación administrativa, la Unidad para 
las Víctimas reporta 33.526 víctimas de violencia sexual31, de las cuales 7.925 han 
recibido indemnización por dichos hechos, es decir, el 23.6 %32. Si bien hay un 
avance en la entrega de indemnizaciones para las mujeres víctimas, persisten 
obstáculos como la falta de garantías para que estas declaren hechos de violencia 
sexual, la denegación de la inscripción en el Registro Único de Víctimas (RUV) 
cuando se trata de actores legales33, y la falta de priorización para la entrega de 
indemnizaciones, como medida afirmativa, en casos de violencia sexual frente a 
la restricción presupuestaria que tiene la UARIV, entre otros. A pesar de los obstá-
culos, el Estado continúa con el deber de garantizar los mecanismos judiciales y 
administrativos para la medida indemnizatoria de su reparación integral. 

Una indemnización transformadora “posibilita un ingreso econó-
mico propio, puede acompañarse de capacitaciones para el manejo del dinero, 
las inversiones, el ahorro y puede potenciar la autonomía económica de las mu-
jeres”34. Los programas y políticas de indemnización deben contribuir a que el 
dinero entregado sea una inversión para el proyecto de vida de las mujeres, pro-
moviendo la creación de proyectos productivos propios que les permita tener 
estabilidad económica como medida que contribuye a la eliminación de ciclos 
de violencias que las mujeres vivieron antes, durante y después del conflicto 
armado. Adicionalmente, debe contar con un proceso de acompañamiento que 
permita a las víctimas darle un sentido a la indemnización recibida, de suerte 
que se eviten situaciones revictimizantes alrededor del significado que puede 

31	 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTELGRAL A LAS VÍCTIMAS (UARIV). Reporte de 
víctimas del conflicto armado [página oficial]. [Consultado el 8 de agosto de 2021]. https://www.uni-
dadvictimas.gov.co/es/registro-unico-de-victimas-ruv/37394

32	 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTELGRAL A LAS VÍCTIMAS (UARIV). En busca de su 
reparación integral, más de 30.000 mujeres son atendidas por la Unidad para las Víctimas. (24, mayo, 
2021). [Consultado el 29 de julio de 2021]. https://www.unidadvictimas.gov.co/es/conmemoraciones/
en-busca-de-su-reparacion-integral-mas-de-30000-mujeres-son-atendidas-por-la-unidad

33	 MINISTERIO DE JUSTICIA. Estrategia de acceso a la justicia para sobrevivientes de violencia sexual 
en el marco del conflicto armado interno (EAJ). Dirección de Justicia Transicional. S.F. P. 9d. [Con-
sultado el 19 de noviembre de 2021]. https://www.minjusticia.gov.co/programas-co/tejiendo-justicia/
Documents/publicaciones/genero/Estrategia%20de%20acceso%20a%20la%20justicia%20para%20
victimas%20violencia.pdf

34	 CORPORACIÓN SISMA MUJER. Op. Cit. p. 30.
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tener la indemnización recibida, que contribuya en su proceso de recuperación 
psicosocial y emocional.

Las medidas de satisfacción aspiran a resarcir el daño moral, a la digni-
dad o a la reputación de las víctimas, ya no mediante una indemnización, sino 
a través de medidas simbólicas35, con las cuales se busca proporcionar bienes-
tar y mitigar el dolor de las víctimas, restableciendo su dignidad y asegurando 
la difusión de lo ocurrido36. Algunas de las medidas más implementadas han 
sido: disculpas públicas y reconocimiento de lo sucedido, organizar actos con-
memorativos, cambiar el nombre de calles y construir monumentos o espacios 
conmemorativos, entre otros. 

La satisfacción transformadora ha sido un punto central en las rei-
vindicaciones de las mujeres víctimas, pues, como lo señaló la Corte Consti-
tucional en el Auto 092 de 2008, alrededor de la violencia sexual “se desarrolla 
un triple proceso de invisibilidad oficial y extraoficial, silencio por parte de las 
víctimas, e impunidad de los responsables”37, de forma que el reconocimiento 
de responsabilidad no solo por parte de los perpetradores, sino por parte de los 
funcionarios públicos que generaron espacios de violencia institucional cuando 
las mujeres pudieron denunciar o declarar, es una exigencia de dignidad y me-
moria. En particular, esta forma de reparación debe propender por la creación 
de mecanismos efectivos que acaben con la negación sistemática de la violencia 
sexual por parte de los perpetradores, y también superar la dicotomía en el re-
conocimiento de la ocurrencia de la violencia sexual, en la que, de una parte, 
existe un discurso oficial, que reconoce la gravedad de lo ocurrido contra las 
mujeres en el conflicto armado, en especial la violencia sexual y, de otra parte, 
en los escenarios de verdad judicial e histórica la respuesta a las víctimas suele 
ser es que no es posible garantizar sus derechos porque es su palabra contra la 
de sus agresores. 

Otras medidas de satisfacción pueden consistir en reconocer la forma en que 
las mujeres vivieron el conflicto; las violencias previas y posteriores como fac-
tores explicativos de la violencia sexual durante el conflicto armado y el conti-
nuum de violencias a los que se han visto expuestas; la gravedad de lo ocurrido 
y el reproche, desde todas las esferas del poder público, de la perpetración de 

35	 COMISIÓN INTERNACIONAL DE JURISTAS. El derecho a interponer recursos y a obtener reparación 
por violaciones graves de los derechos humanos – Guía para profesionales. Ginebra, 2006, p. 155.

36	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia T-718 de 2017.

37	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Auto 092. (14, abril, 2008). M.P. Manuel José Cepeda Espino-
sa. Bogotá D.C.  https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/a092-08.htm
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la violencia sexual; y la necesidad de transformar imaginarios sociales que sub-
yacen a los ciclos de violencias dentro y fuera del conflicto. En sintonía con lo 
anterior, una de las exigencias  recurrentes de las víctimas que acompaña Sisma 
Mujer es la de avanzar en la construcción de una memoria histórica libre de 
estereotipos de género, desde y hacia las mujeres. 

Finalmente, las garantías de no repetición tienen como finalidad afrontar 
las condiciones de tipo económico, político, social y cultural que permitieron o 
provocaron la violación de derechos, cuando las casusas de esa violación toda-
vía persisten en los Estados38, de forma que tienen una naturaleza preventiva y 
reparadora al mismo tiempo39. Por su naturaleza, este tipo de medidas miran 
hacia el pasado y, al mismo tiempo, hacia el futuro, por lo que son una opor-
tunidad importante para “detectar las condiciones y antecedentes históricos 
que propician la violencia de género y, por ende, servir de plataforma adecuada 
para la realización de reformas estructurales más amplias que favorezcan a to-
das las mujeres y no únicamente a las víctimas, y, por tanto, para la institución 
de un orden político más justo y menos excluyente en lo que al género atañe”40. 

Las garantías de no repetición transformadoras podrían in-
cluir “visibilizar los prejuicios y discriminaciones que sufren las mujeres, la eco-
nomía del cuidado y reflexiones sobre la redistribución de labores de cuidado, los 
obstáculos que tienen para el ejercicio pleno de sus derechos, y generar medidas 
para una atención estatal adecuada, espacios comunitarios para hablar de la vio-
lencia cometida contra las mujeres y sus afectaciones”41. Dentro de la revisión de 
los roles estereotipados asignados a las mujeres, también debería visibilizarse la 
negación histórica de su agencia política, y reconocer que su participación, no 
sólo en escenarios electorales y de cargos públicos, sino en todas las decisiones 
que les afecten, será necesaria para corregir el déficit de ciudadanía del que han 
sido víctimas. Superar la exclusión democrática de las mujeres, niñas y jóvenes, 
a través de su fortalecimiento político, el cumplimiento del principio de paridad 
(como mínimo), y la implementación de acciones afirmativas en el sistema polí-
tico y electoral, son medidas básicas para contribuir, entre otras muchas finalida-
des, a la no repetición de los hechos de violencia en su contra.

38	 SUÁREZ, Carolina, et al. Guía para la construcción de garantías de no repetición en Colombia. Bogo-
tá: Fundación Social, 2013. P. A7.

39	 CUBIDES, Juan. Reparaciones en la corte interamericana de derechos humanos. En: Razón Crítica. 
Abril–Septiembre, 2016. No. 1, p. 52-9.1

40	 ONU. Op. Cit. Párr. 50 y 64.

41	 Corporación Sisma Mujer. Op. Cit. p. 30.
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Otras medidas posibles pueden ser la depuración del sistema normativo que 
tenga expresiones o contribuyan a la discriminación contra las mujeres; la de-
puración de los sectores de seguridad y justicia y la comprobación de antece-
dentes para acceder a cargos en estas ramas; mejorar la representatividad de las 
mujeres en el sector de seguridad; y el establecimiento de dependencias espe-
cializadas en violencia sexual en la fuerza pública, juzgados y fiscalías42. 

Una garantía de no repetición imprescindible es la investigación, judicializa-
ción y sanción de los responsables de la violencia sexual, superando, además, 
la tesis de que sólo los autores materiales son responsables de su perpetración. 
La relación estrecha entre la no repetición y el acceso a la justicia de las vícti-
mas pasa por la validación histórica que se le ha conferido a este tipo de delitos 
a través de la impunidad y la negación reiterada de los perpetradores. Mientras 
no existan investigaciones, judicializaciones y sanciones adelantadas de acuer-
do con el principio de debida diligencia, se continuará enviando el mensaje de 
que la perpetración de la violencia sexual no conlleva ninguna sanción y, por 
tanto, es permitida de facto. Por ello, la Corte Constitucional, en el Auto 009 de 
2015 señaló que una medida esencial de prevención de las violencias contra las 
mujeres es “la aplicación de la garantía de verdad, justicia y reparación a las 
sobrevivientes de violencia sexual, en tanto medida preventiva por excelencia y 
la “primera línea de defensa” contra este tipo de violencia”43.

Adicionalmente, las previsiones necesarias para el acceso a la justicia no de-
berían contemplar únicamente la normatividad que conduce la judicialización 
de la violencia sexual en el marco del conflicto, sino también la de todas las 
formas de violencia contra las mujeres, entendiendo, como se ha repetido en 
este texto, el contexto de discriminación que genera el continuum de violencias 
contra ellas, en general. 

Una de las cuestiones que surgen al hablar de reparaciones trans-
formadoras, en general, es su relación y, a veces, confusión con otro tipo 
de políticas estatales como las sociales y las humanitarias. Si bien el principio 
correctivo de la reparación implica conservar los programas de reparaciones 
separados de las políticas sociales del Estado44, la apuesta por una reparación 

42	 ONU. Op. Cit. Párr.  66. 

43	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. AUTO 009 de 2015.

44	 En sentencia C-1199 de 2008, la Corte Constitucional señaló: “no puede confundirse la prestación de 
los servicios sociales que el Estado debe brindar de manera permanente a todos los ciudadanos sin 
atender a su condición y la atención humanitaria que se presta en forma temporal a las víctimas en 
situaciones calamitosas, con la reparación debida a las víctimas de tales delitos”.
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transformadora incluye no solo el principio restitutivo, sino que además invo-
lucra un concepto de justicia distributiva, mediante el cual se busca la supera-
ción de situación de marginación o dominación de las víctimas mediante “la 
erradicación de la pobreza, la igualdad real de oportunidades, la participación 
política, la existencia de una ciudadanía incluyente, el respeto por la diferencia 
y la pluralidad, etc.”45. Ahora, como lo exponen Uprimny y Saffon, la cercanía 
e interdependencia entre estas dos categorías no implica su equivalencia o su 
correspondencia por cuanto:

i. El título de responsabilidad estatal es diferen-
te, en un caso se mantiene en el centro a las víc-
timas y en el otro, a la población general; 

ii. Se mantiene el enfoque restitutivo en la determina-
ción de beneficiarias y montos de indemnización; 

iii. Las reparaciones transformadoras podrían coincidir con algu-
nos aspectos con las políticas sociales del Estado en cuanto 
tienen un vocación similar, pero su título o fuente es diferente, y 

iv. Es posible que los programas de reparación transformado-
ra constituyan un paso preliminar a políticas sociales más 
amplias, y que, por lo tanto, puedan servir de base46. 

Esta claridad es vital para que el Estado y sus agentes comprendan el conteni-
do del derecho a una reparación transformadora, pues, en muchos casos, la ne-
gativa a implementar medidas que superen lo meramente restitutivo se centra 
en el argumento que de hacerlo se estarían implementando medidas de política 
social que no competen a la institucionalidad encargada de garantizar las me-

45	 UPRIMNY y SAFFON. Op. Cit. p. 52.

46	 Ibíd. p. 54 y ss. 

JU
ST

IC
IA

 D
IS

TR
IB

U
TI

VA



22

didas de reparación47. De hecho, la misma Corte Constitucional ha reconocido 
esta fluidez entre reparaciones con vocación transformadora y otras políticas 
del Estado al establecer que las medidas sociales a implementar a través de los 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) “no sustituyen, per se, 
la reparación individual ni colectiva, a no ser que estén asociadas a daños direc-
tos causado por hechos victimizantes”48.

En el caso de las mujeres víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto, 
estas reflexiones son esenciales, toda vez que, como se desarrolló en líneas ante-
riores, su reparación integral pasa por el reconocimiento de medidas con enfo-
que transformador, constantemente negadas por el Estado bajo el argumento de 
tratarse de peticiones que van más allá de la reparación. La aplicación únicamen-
te del principio restaurativo en estos casos resulta violatoria de los derechos de las 
mujeres, pues, por poner algunos ejemplos, impediría una restitución porque las 
mujeres no han sido las propietarias de la tierra y la propiedad en las zonas donde 
se desarrolló con mayor intensidad el conflicto; también desconocería que la bre-
cha en el acceso a la educación, al mercado laboral y actividades económicas han 
sido producto de la discriminación estructural que precisamente priva a las mu-
jeres de prevenir o romper ciclos de violencias; o continuaría impidiendo que el 
sistema de justicia adopte una perspectiva de género y genere cambios profundos 
para garantizar el acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencias, cuyos 
defectos hoy en día se trasladan al campo de la justicia para mujeres víctimas de 
violencia sexual en el marco del conflicto armado. 

Las reflexiones del presente apartado tienen como finalidad dar algunas pau-
tas de análisis sobre el deber de los Estado en relación con el derecho a la repa-
ración de las mujeres víctimas de violencia sexual, lo cual solo es posible bajo 
una perspectiva de reparaciones transformadoras. Una vez establecido el deber 
ser de las reparaciones con un enfoque de género, las siguientes partes del do-
cumento pretenden ofrecer el panorama del ser del sistema de reparaciones en 
el marco del nuevo marco de justicia transicional, y su distancia con las posibi-
lidades de garantizar efectivamente el derecho a la reparación de las mujeres. 

47	 ​​En este sentido, el Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación y las 
garantías de no repetición, en su informe sobre programas de reparación, señaló como buena prác-
tica la creación de la Unidad para las Víctimas en Colombia, sin embargo, indicó que “a pesar de la 
importancia que tiene, carece de influencia política puesto que no está situada por encima de los mi-
nisterios, por lo que no siempre puede coordinar la política de reparaciones de la manera más eficaz”. 

48	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-730. (12, diciembre, 2017). M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. Expediente RDL-026. Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2017/C-730-17.htm
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El desarrollo constitucional y legislativo del AFP previó, en su punto quin-
to, que el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repeti-
ción (SIVJRNR) estaría conformado por tres entidades: la Comisión para 

el Esclarecimiento, la Unidad de Búsqueda y la Jurisdicción Especial para la 
Paz, así como por dos mecanismos: para las medidas de reparación y las garan-
tías de no repetición. Esta conformación orgánica creada en el Acuerdo de Paz 
no es fortuita, pues mientras que para los componentes de verdad, búsqueda 
y justicia se crearon entidades con procedimientos novedosos, no fue así con 
las medidas de reparación. Sobre estas, de un lado, se previó la continuidad de 
la institucionalidad y los mecanismos de reparación vigentes en su momento, 
principalmente los establecidos en la Ley 1448 de 2011 y, de otro lado, se arti-
culó con los componentes de planeación del punto primero del Acuerdo, sobre 
reforma rural integral. En todo caso, uno de los principios rectores del Sistema 
es su integralidad, lo que implicaría, en principio, la creación de mecanismos 
para la garantía de los derechos de las víctimas de forma holística49.

El AFP y las decisiones de constitucionalidad que han dado visto bueno a su 
desarrollo normativo señalan frecuentemente la tensión de dos principios en el 
modelo de justicia transicional adoptado: la consecución de la paz y la satisfac-
ción de los derechos de las víctimas. A este dilema se le dieron dos soluciones. 
La primera fue la restricción de los derechos de las víctimas, particularmente el 
derecho a la justicia, para la creación de regímenes de sanciones benevolentes 
y flexibles para los perpetradores. La segunda consistió en la adopción de las 
estrategias de priorización y selección de casos, debido a la imposibilidad de in-
vestigar y sancionar, por su masividad, todas las graves violaciones de derechos 
humanos e infracciones al DIH, y la necesidad de poner un punto final. Estas 
medidas adoptadas por el modelo de justicia transicional colombiano se han 
fundamentado en el supuesto énfasis que otorga el SIVJRNR a los demás dere-
chos de las víctimas: la reparación, la verdad y la no repetición50.

49	 En este sentido, la Comisión Colombiana de Juristas señala que la integralidad del SIVJRNR debe 
construirse a partir de nueve principios: (i) coordinación, (ii) concurrencia, (iii) colaboración, (iv) 
autonomía administrativa y suficiencia y autonomía presupuestal, (v) integralidad, (vi) integración, 
(vii) conexidad e interdependencia, (viii) enfoque territorial, diferencial y de género, y (ix)de trans-
formación. Para mayor información, ver: OSPINA, Juan Carlos, LINARES, Cielo y ABRIL MALDO-
NADO, Jorge. La integralidad como garantía de no repetición [en línea]. Comisión colombiana de 
juristas: Bogotá D.C., 2017. https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/la_integrali-
dad_como_garantia_de_no_repeticion.pdf

50	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-080. (15, agosto, 2018). M.P. Antonio José Li-
zarazo Ocampo. Expediente RPZ-010. Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2018/c-080-18.htm	
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Así, pareciera que, en principio, las soluciones adoptadas en el AFP y su desa-
rrollo normativo sólo implican  un menor grado de satisfacción del derecho a 
la justicia de las víctimas —entendido como justicia retributiva—, y este menor 
grado de satisfacción se vio compensado a través del principio de justicia res-
taurativa que, en palabras de la Corte Constitucional, implica que: “[...] el siste-
ma sancionatorio se estructura, no en función de sus componentes retributivos, 
sino en función de la necesidad de garantizar la verdad y la reparación a las 
víctimas y al conglomerado social, y de asegurar las condiciones para que no se 
replique la vulneración de derechos originada en el conflicto armado”51.  Bajo 
esta premisa, las sanciones flexibilizadas a los perpetradores exigen la presen-
tación e implementación de proyectos restaurativos52, y el cumplimiento de un 
régimen de condicionalidad53, con obligaciones para los perpetradores de con-
tribución a la verdad, la reparación y la no repetición, para su permanencia en 
el régimen de beneficios. Adicionalmente, introdujo la obligación del Estado 
en la garantía de una reparación integral, adecuada, diferenciada y efectiva54, 
creando así un “régimen mixto de reparación”, en el que confluyen los respon-
sables directos y el Estado en la garantía de este derecho55. 

Sin embargo, una mirada global a la forma en que finalmente quedó el régi-
men de reparación pone en evidencia que, lejos de compensar el menor acceso 
a la justicia para las víctimas, mantiene y, en algunas ocasiones, agrava la po-
sibilidad de obtener una reparación adecuada, integral, oportuna y eficaz. Esta 
situación es común para las víctimas que participan del SIVJRNR, pero resulta 
más gravosa para las víctimas de violencia sexual, como se verá en los siguien-
tes apartados. 

51	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-674. (14, noviembre, 2017). M.P. Luis Guiller-
mo Guerrero Pérez. Expediente RPZ-003. Bogotá D.C. https://www.corteconstitucional.gov.co/relato-
ria/2017/C-674-17.htm

52	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.

53	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-007. (1, marzo, 2018). M.P. Diana Fajardo Rive-
ra. Expediente RPZ-001. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-007-18.htm

54	 COLOMBIA. CONGRESO DE COLOMBIA. Acto legislativo 01. (4, abril, 2017). “Por medio del cual se 
crea un título de disposiciones transitorias de la constitución para la terminación del conflicto ar-
mado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones” [en línea]. 
Bogotá D.C.  https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/ACTO%20LEGISLATIVO%20N%-
C2%B0%2001%20DE%204%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf; CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. 
Sentencia C-674 de 2017.

55	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.
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Indemnización

Como se señaló en líneas anteriores, existen dos regímenes para la reparación 
de las víctimas del conflicto armado en Colombia: el judicial y el administrativo.

En el régimen judicial se encuentran los procedimientos de justicia penal or-
dinaria (Ley 600 de 2000 y Ley 906 de 2004), mediante los cuales el responsable 
de la comisión de un delito debe reparar a las víctimas acreditadas en el proce-
so, teniendo en cuenta la correspondencia entre reparación y daño. Además de 
lo anterior, está el acceso a la jurisdicción contencioso administrativa, donde el 
Estado responde por las acciones de sus servidores públicos que generen daños, 
incluidas las graves violencias de derechos humanos, con la posibilidad de que 
este inicie una acción de repetición posterior contra los servidores responsa-
bles de la comisión del daño. Finalmente, en el esquema de la Ley 975 de 2005, 
los postulados debían entregar bienes para alimentar un fondo de víctimas, que 
pagaría las indemnizaciones judiciales dictadas por Salas de Justicia y Paz. El 
Estado, en este último esquema, entraba a garantizar las indemnizaciones de 
manera subsidiaria, a través de su programa de reparación administrativa, que, 
a diferencia del estándar judicial, no atiende al daño sufrido por las víctimas, 
sino a criterios de distribución equitativa y eficiencia en la entrega de recurso. 

Ahora, en el nuevo esquema planteado por el AFP y su desarrollo normativo y 
constitucional, el componente indemnizatorio tiene un nuevo giro, principalmen-
te porque elimina la posibilidad de que las víctimas obtengan una indemnización 
judicial y delega todo este componente al Estado, a través de la indemnización ad-
ministrativa de la Ley 1448 de 2011. Según lo anterior, uno de los componentes de 
la exención de responsabilidad o el régimen de beneficios para los responsables, 
incluye la extinción de su responsabilidad civil. Así, el artículo 18 del Acto Legis-
lativo 01 de 2017 estableció que en “los casos en que se aplique amnistía, indulto 
o renuncia a la persecución penal, no procederán acciones judiciales contra los 
beneficiarios de tales medidas para la indemnización de las víctimas”. En este 
mismo sentido, el artículo 41 de la Ley 1820 de 2016 señala que la amnistía extin-
gue no solo la acción y sanción penales, sino también la acción de indemnización 
de perjuicios y la de repetición. Sobre esta última, se hace una modificación a la 
regla del artículo 90 de la Constitución, para exceptuar a los servidores públicos 
de que el Estado repita en su contra por los montos indemnizatorios causados por 
las violencias de derechos humanos perpetradas. 

En relación con la posibilidad de la JEP de tomar decisiones sobre la repara-
ción de las víctimas, el mismo artículo 18 estableció la imposibilidad de que 
esta emita órdenes de indemnización, las cuales quedarán en cabeza del Estado 
y serán garantizadas con las reparaciones administrativas, como se dijo líneas 



27

atrás. Las órdenes de reparación de la JEP estarían circunscritas a las que “sean 
exigibles a los responsables de los hechos, sin intervenir en el otorgamiento 
de reparaciones a cargo del Estado”, según la Corte Constitucional56. De esta 
forma, pareciera que la JEP se limitaría a establecer y verificar los proyectos 
restaurativos de los que hablan los artículos 13 del Acto Legislativo 01 de 2017 y 
el 141 de la Ley 1957 de 2019, que se componen principalmente de obras, traba-
jos y actividades con carácter reparador. Aun así, el debate sobre la articulación 
entre la JEP, y en general el SIVJRNR, y la UARIV está abierto y no parece haber 
avances en esta tarea57. 

A pesar de dicha limitación, dentro del régimen de condicionalidad desarro-
llado por la Corte Constitucional, una de las obligaciones de los comparecientes 
para continuar con los beneficios penales es la de entregar los bienes producto 
de actividades ilícitas58. Esta es la cláusula general, tanto para integrantes de la 
Fuerza Pública y de las FARC-EP, pero respecto de estos últimos se desarrolló 
todo un régimen de inventario y entrega de bienes para la reparación a las vícti-
mas, consignado en el Decreto Ley 903 de 2017. En dicho decreto, se estableció 
la elaboración de un inventario de todos los bienes de la extinta guerrilla, para 
luego ser incluidos y monetizados en un fondo para las víctimas, que sería admi-
nistrado por el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 
Es decir, los montos provenientes de la monetización de los bienes entregados 
no entrarían a alimentar los recursos de la Unidad para las Víctimas (UARIV), 
sino que se constituirán en un patrimonio autónomo con una administración 
diferente. Inicialmente, su artículo 4 establecía que los recursos de dicho fon-
do se destinarían a la reparación y las acciones de reincorporación de los ex 
integrantes de la guerrilla, pero la Corte Constitucional declaró inconstitucio-
nal esta última previsión, al considerar que restringía, de forma injustificada, 
la reparación de las víctimas59. Actualmente, la Sociedad de Activos Especiales 
es la entidad encargada de recibir y monetizar los bienes entregados por los 
ex integrantes de las FARC, sin embargo, con corte a 31 de diciembre de 2020, 

56	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.

57	 En el informe de gestión del Departamento Nacional de Planeación del año 2020 se señaló la nece-
sidad de: “[...] elaborar lineamientos que permitan articular la política pública de víctimas con los 
temas derivados del Acuerdo Final, a través de un plan de acción para la articulación institucional 
entre los Sistemas de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición (SIVJRNR) y el Sistema Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), que permita la planeación, seguimiento, 
intercambio de información y participación de las víctimas en el SIVJRNR”. 

58	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.

59	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-071. (4, julio, 2018). M.P. Alejandro Linares Can-
tillo. Expediente: RDL-035. https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/C-071-18.htm
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plazo fijado por el Gobierno para la entrega total de dichos bienes, sólo se había 
monetizado el 4 % de los bienes inventariados60y aún no es claro cómo será su 
funcionamiento para la reparación a las víctimas de las FARC. Sobre esto, hay 
que tener en cuenta que los bienes que no estén en dicho inventario y sean obje-
to de extinción de dominio no ingresarán al fondo creado por el Decreto Ley 903 
de 2017, sino que han sido y continuarán siendo entregados a la Unidad para las 
Víctimas, en este caso, para fortalecer los programas de reparación colectiva61. 

Ahora, en relación con la posibilidad de obtener indemnizaciones en la juris-
dicción contencioso administrativa, no existe ningún precepto que limite dicha 
posibilidad. La única limitación es la imposibilidad de que el Estado inicie la 
acción de repetición en contra de los servidores responsables. Es más, parte de 
los límites establecidos a la JEP consiste en que esta no puede “imponer obliga-
ciones de reparación derivadas de una eventual responsabilidad del Estado, en 
cuanto la jurisdicción no cuenta con competencia de la responsabilidad del Es-
tado”62. En ese sentido, cabría la posibilidad de recurrir a esta jurisdicción para 
la obtención de indemnizaciones, aunque no existe tal claridad para los otros 
tipos de medidas de reparación que ha venido acogiendo el Consejo de Estado 
en los casos de graves violaciones de derechos humanos. En el caso de poder 
acceder a la acción de reparación directa se generarían dos universos de vícti-
mas: unas que podrían acceder al recurso idóneo para obtener una reparación, 
por ser los victimarios agentes del Estado, y otras que no podrían acceder a este 
recurso por tener un perpetrador diferente; situación que desembocaría en una 
discriminación de las víctimas por el tipo de perpetrador. 

En conclusión, el SIVJRNR eliminó la indemnización judicial, bajo la creación 
del “esquema mixto de reparaciones”, en donde las víctimas que participen en 
la JEP solo obtendrán indemnizaciones administrativas. Esto no sólo contradice 
los estándares sobre reparación integral, particularmente cuando el mecanis-
mo utilizado es el judicial, sino que además desconoce el esfuerzo y los impac-
tos de las víctimas que deciden participar en un nuevo escenario judicial. Es 
decir, no resulta claro cuál es la compensación en términos de indemnización 
para las víctimas por la limitación de su derecho a la justicia. 

60	 Información divulgada por el Gobierno Nacional en: http://www.portalparalapaz.gov.co/publicacio-
nes/1663/gobierno-radica-ante-la-jep-reporte-sobre-el-trabajo-para-entrega-de-los-bienes-informa-
dos-por-farc/ 

61	 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1955. (25, mayo, 2019). “Por el cual se expide el plan 
nacional de desarrollo 2018-2022 “pacto por Colombia, pacto por la equidad”. Diario Oficial. Bogotá D.C. 
No. Artículo 282. 50.964. https://achc.org.co/wp-content/uploads/2019/05/Ley-1955de-2019-PND.pdf

62	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.
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Adicionalmente, no es claro si existirá alguna priorización al interior de la 
Unidad para las Víctimas en el pago de indemnizaciones a las víctimas acredita-
das ante la JEP, y si esta última tendría o no posibilidades de dar órdenes de re-
paración a la UARIV63, o estas deben ser producto de un marco de articulación, 
que se encuentra lejos de existir. 

63	 Otro ejemplo sobre estos límites se aprecia en la sentencia C-080 de 2018, cuando la Corte señala: “La 
JEP no tiene la facultad de definir obligaciones colectivas de reparación”. 
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Satisfacción

La permanencia de los comparecientes en el SIVJRNR depende de dos com-
promisos principales: los derivados del régimen de condicionalidad y la imple-
mentación de los proyectos restaurativos establecidos en el artículo 140 y si-
guientes de la Ley Estatutaria de la JEP. 

En relación con el régimen de condicionalidad, la Corte Constitucional ha se-
ñalado que este implica el cumplimiento de unos compromisos por parte de los 
comparecientes, con el fin de poder mantener los beneficios, principalmente 
penales, que le ofrece el SIVJRNR en la JEP. Estos compromisos son: 

i. Dejación de las armas, 

ii. Contribución a la reincorporación, 

iii. Aporte de verdad plena, 

iv. La no comisión de nuevos delitos como ga-
rantía de no repetición, y 

v. La entrega de menores de edad reclutados ilegalmente64, 
de forma que “la contribución de los victimarios en es-
tos otros frentes deberá aplicarse con mayor rigor”65. 

64	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-674 de 2017.

65	 Ibíd. 
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En Sentencia C-080 de 2018, la Corte señaló adicionalmente: 

i. Obligación de reparación como parte del com-
ponente restaurativo de la sanción propia, 

ii. Cumplir con el compromiso de inventariar sus bie-
nes y no disponer de bienes ilícitos, 

iii. Entrega de los bienes y 

iv. “En cuanto a las medidas de satisfacción, los responsables 
deberán contribuir a la verdad y reconocer su responsabi-
lidad como condición de acceso y permanencia a la JEP”66, 
toda vez que las medidas de indemnización, rehabilitación, 
restitución y satisfacción estarán a cargo del Estado.

Actualmente, la Corporación Sisma Mujer representa víctimas en los casos 
territoriales 002, 004 y 005 abiertos por la JEP hasta el momento, y en ninguno 
de los escenarios de versiones voluntarias se ha logrado el reconocimiento de 
la violencia sexual como un hecho ocurrido en el marco de la guerra. A pesar 
de que existe el compromiso de contribuir con “verdad plena”, es decir, rela-
tar todo lo que realizaron o conocieron los perpetradores en su trayectoria en 
el conflicto armado, no se ha logrado siquiera que contribuyan con la verdad 
de hechos cometidos por otros excombatientes y de los cuales conocieron de 
forma indirecta. Esta situación contradice tanto los informes presentados por 
las organizaciones de mujeres que acompañan víctimas en el proceso ante la 
JEP, como las cifras oficiales que dan cuenta de la sistematicidad de la violencia 
sexual y su recurrencia a lo largo del todo conflicto armado, que hacen poco 
probable que ninguno de los comparecientes entrevistados, hasta el momento, 
tenga conocimiento de hechos de violencia sexual. Los despachos encargados 
de dichos casos no han tenido la capacidad de utilizar el régimen de condicio-
nalidad para lograr reconocimientos o información sobre hechos de violencia 
sexual en el conflicto, por lo que aún continúa tanto la negación sistemática de 
los perpetradores, como la incapacidad del sistema judicial de encontrar meca-

66	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-080 de 2018.
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nismos que promuevan el relato y reconocimiento de este tipo de delitos. Si a 
esto se le suma la práctica de los comparecientes de reconocer principalmente 
aquellos hechos que han sido probados en la justicia ordinaria, es todavía más 
abrumadora la impunidad que se está tejiendo desde las etapas iniciales de la 
JEP para la violencia sexual. 

Dentro del régimen de condicionalidad se establece, además, que los compa-
recientes contribuyan a la verdad en la Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad (CEV) y la búsqueda y hallazgos de personas dadas por desaparecidas 
en la Unidad de Búsqueda. En relación con la CEV, en reunión sostenida el 2 de 
junio de 2021 entre organizaciones de la sociedad civil y el grupo de trabajo en 
género de la CEV, en el marco de la Mesa de Asistencia Técnica de Género de la 
cual Sisma Mujer hacer parte, este informó sobre la baja tasa de comparecien-
tes que han acudido a la CEV y fueron cuestionados sobre la violencia sexual. Es 
decir, existe un gran riesgo de que la CEV esté entregando certificados de apor-
tes a la verdad, sin que se les haya si quiera preguntado a los comparecientes 
por casos de violencia sexual. En cuanto a la Unidad de Búsqueda de Personas 
Dadas por Desaparecidas, aún no se cuenta con información sobre la inclusión 
de las marcas de género de la desaparición forzada y el rol de las mujeres busca-
doras en el Plan Nacional de Búsqueda67.

Ahora, si bien la Corte Constitucional ha establecido un concepto de la justi-
cia restaurativa, “donde en el centro deben estar las víctimas y la satisfac-
ción de sus derechos a la verdad, justicia reparación y no repetición”68, lo cierto 
es que aún sigue siendo un enigma el contenido procedimental de esta cláusula 
para las mujeres víctimas de violencia sexual, en tanto el mismo proceso y las 
decisiones judiciales que se tomen deberían ser reparadoras en sí mismas. Al 
existir este vacío normativo sobre el contenido de la justicia restaurativa, es ne-
cesario acudir a la doctrina que, si bien no tiene una noción unívoca, permite 
identificar algunos elementos relevantes de este tipo de justicia: (i) reconoci-
miento del daño causado por parte del agresor, (ii) el crimen es visto como un 
daño al tejido social más que como una infracción a la ley, (iii) el objetivo prin-
cipal es reparar el daño ocasionado a la víctima, más que el castigo del perpe-
trador, y (vi) busca fomentar la participación de todas las partes interesadas, 
directas y posiblemente también indirectas, para hacer frente al delito de forma 

67	 SECRETARÍA TÉCNICA DEL COMPONENTE INTERNACIONAL DE VERIFICACIÓN. Cuarto informe 
de verificación de la implementación del enfoque de género en el Acuerdo Final de Paz en Colombia. 
Bogotá D.C., 2020, p. 43 y ss.

68	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-071 de 2018.
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colectiva69. En este contexto, sin el reconocimiento por parte de los agresores, 
sin establecer espacios para el restablecimiento de dignidad de las víctimas, sin 
espacios apropiados para su participación y sin un panorama claro de cómo 
asumirá el Estado sus obligaciones para reparar efectivamente a las víctimas de 
violencia sexual, la justicia restaurativa será un discurso vacío para las mujeres. 

En cuanto a los proyectos restaurativos, estos deben 

i. Contar con la participación de las víctimas, 

ii. Atender a las afectaciones causadas, 

iii. No lesionar los derechos de las víctimas, 

iv. Contribuir a la reconstrucción del tejido social o una transfor-
mación de la sociedad que permita la superación del conflicto y 

v. Ser aptos para la reintegración del com-
pareciente a la sociedad70. 

Al respecto, cabe hacer un par de observaciones sobre las posibilidades de 
dichos proyectos, en vista de que todavía no se ha llegado a la fase de reparación 
en los procesos adelantados frente a la JEP. 

De una parte, el mecanismo de consulta con las víctimas debe incluir medidas 
específicas para asegurar la participación de las mujeres víctimas de violencia 
sexual, quienes suelen tener menos oportunidades para participar y que sus 

69	 WEITEKAMP, Elmar G. M, VANSPAUWEN, Kris, PARMENTIER, Stephan, VALIÑAS, Marta y GERITS, 
Roel. How to deal with mass victimization and gross human rights violations. A restorative justice 
approach. IOS Press; Amsterdam. 2016, p. 217-241.

70	  JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Sección de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad. 
Lineamientos en materia de sanción propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Repara-
dor-Restaurador [en línea]. 2020. https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/SiteAssets/Paginas/Conoz-
ca-Los-lineamientos-en-materia-de-sanci%C3%B3n-propia-y-Trabajos%2C-Obras-y-Actividades-con-con-
tenido-Reparador---Restaurador/28042020%20VF%20Lineamientos%20Toars%20y%20SP.pdf
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reclamos sean atendidos tanto por el Estado como por las comunidades en las 
que viven. Sin embargo, habrá de tenerse en cuenta que el listado de sanciones 
propias de la LEJEP no tiene un enfoque de género, por lo que corresponderá 
a la sala o sección correspondiente sala o sección correspondiente el cumpli-
miento del artículo 65 de la Ley 1922 de 201871 y, por tanto, la creación de linea-
mientos que tengan en cuenta situaciones como la negativa de las mujeres a 
que en su cotidianidad y en sus territorios se encuentren sus perpetradores, o la 
prevención de nuevos hechos de violencia sexual en el marco del cumplimiento 
de dichos proyectos. En todo caso, no será aceptable que la aprobación de los 
proyectos ignore la perpetración de la violencia sexual, al menos, teniendo en 
cuenta la presunción del Auto 009 de 2015. 

De otra parte, del éxito de la Sala de Reconocimiento en la tramitación de los 
casos de violencia sexual dependerá la posibilidad de implementar los proyec-
tos, pues si persiste la negación de los perpetradores y la falta de mecanismos 
de la JEP para presionar el aporte a la verdad plena, se llegará al escenario de 
que muchos proyectos no tendrán en cuenta la violencia sexual cometida y se 
crearán nuevos escenarios de riesgo para las víctimas, así como la posibilidad 
de repetición de la conducta en contra de niñas y mujeres del territorio. Un me-
canismo para prevenir este escenario, podría ser que en los lineamientos que 
se expidan para el efecto, se establezca una presunción de violencias basadas 
en género y, en particular, de violencia sexual, de forma que los proyectos la 
integren y se establezcan garantías para mujeres y niñas. A su vez, sería una 
medida afirmativa que reconocería y daría respuesta a las barreras de acceso 
a la justicia que han enfrentado las víctimas, que han sido documentadas am-
pliamente y que, a su vez, explican el persistente subregistro de los casos de 
violencia sexual.

En conclusión, el corazón del esquema de reparación del SIVJRNR que es la 
justicia restaurativa, pasa por el reconocimiento de los hechos perpetrados, la 
explicación de su ocurrencia y el ofrecimiento de disculpas está lejos de verse 
reflejado en los casos de violencia sexual. Es más, muy seguramente las vícti-
mas tendrán que atravesar nuevamente un escenario adversarial, que acarrea 
los riesgos de impunidad heredados de la justicia ordinaria. Así, en los casos 
de violencia sexual, el menor acceso a la justicia no se verá compensado en las 
medidas de satisfacción actuales del Sistema.

71	 Si bien el artículo en mención busca la incorporación de un enfoque de género en la elaboración e 
implementación de proyectos restaurativos, cabe señalar que la comprensión del enfoque que trae la 
norma no es adecuado ni proporcional para la reparación de graves violaciones de derechos huma-
nos de las mujeres.
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Otras medidas de reparación

En cuanto a medidas de rehabilitación y restitución, el desarrollo normativo 
del AFP en su punto quinto no estableció normas particulares y, como se ana-
lizó previamente, la Corte Constitucional señaló, en el caso de la JEP, que sus 
órdenes en materia de reparación estarían circunscritas a las sanciones propias 
contra los comparecientes, por lo que, a primera vista, pareciera que las demás 
medidas de reparación desarrolladas en otros cuerpos normativos, como la Ley 
1448 de 2011, deberán articularse con el SIVJRNR para garantizar su integrali-
dad. La Corte Constitucional, al revisar una demanda de constitucionalidad que 
buscaba ampliar el periodo de vigencia de dicha ley, señaló que esta se había in-
corporado al Sistema Integral y que, por lo tanto, se invita a una articulación72.

Sin embargo, aún queda el interrogante sobre la posibilidad de que la JEP emi-
ta órdenes a la UARIV para las medidas de reparación a su cargo. Esta duda es 
válida, si se tiene en cuenta el caso del Plan Integral de Reparación Colectiva 
(PIRC) de La libertad, en el que la Sección de Ausencia de Reconocimiento y 
Verdad ordenó a la UARIV la ampliación del Plan, para incluir allí la protección 
de los cementerios Central de San Onofre y de Rincón del Mar, debido a la in-
terposición de una solicitud de medida cautelar para la conservación de dife-
rentes cementerios del país, donde se encontrarían cuerpos no identificados 
de víctimas de ejecuciones extrajudiciales y/o desaparición forzada73. Frente a 
esta decisión, la UARIV interpuso un recurso de nulidad que fue negado por la 
JEP, y en este se dijo: “ la hoy llamada Unidad para la Atención y la Reparación 
Integral a las Víctimas (UARIV), conforme lo señalado en el Acuerdo Final y en 
el Acto Legislativo 01 de 2017 hace parte del SIVJRNR, y por lo mismo no puede 
actuar de forma aislada y menos en contravía de los demás componentes de 
dicho sistema”74 (negrillas propias). En este mismo sentido, la JEP hizo un fuer-
te llamado de atención a la UARIV, y precisó: 

72	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit.  Sentencia C-588 de 2019. 

73	 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Jurisdicción Especial para la Paz sección de ausencia de 
reconocimiento de verdad y responsabilidad. (17, septiembre, 2020). Secretaría judicial. https://www.
jep.gov.co/Notificaciones/TRASLADO%20No.%20011%20SARV%20A%20LOS%20RECURRENTES%20
A%20AI%20015-2020.pdf

74	 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. Alerta Temprana NO. 045-2020. (31, agosto, 2020). Párr. 140. https://sig-
defensoria.defensoria.gov.co/satarchivos/alertas/2020/045-20.pdf
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Si bien, la interpretación holística de los componentes del SIVJRNR no exige 
la ausencia de discusiones, el accionar y la operatividad coordinada y no 
de forma aislada, sí precisa de un diálogo constante y fluido, debido a lo 
consagrado en el ordenamiento jurídico transicional conforme el Acuerdo 
Final, el Acto Legislativo 01 de 2017 y los demás desarrollos normativos, así 
como a los pronunciamientos de la Corte Constitucional y de las decisiones 
propias de la JEP75. 

Aún falta el avance de los casos a las etapas de reparación para aclarar la rela-
ción entre la JEP y la UARIV, pues según el desarrollo normativo no hay relación 
de jerarquía, sino de colaboración y articulación, pero esta circunstancia pare-
ce no cerrar las puertas para que la Jurisdicción emita órdenes para la Unidad. 

Ahora, más allá de las órdenes o recomendaciones que pudiera emitir la JEP a 
la UARIV, medidas como la rehabilitación y la restitución escapan del resorte de 
la primera y por lo tanto dependerán del andamiaje jurídico e institucional de 
la Ley 1448 de 2011, que, aun cuando está enunciado como unos de sus princi-
pios, no tiene un enfoque transformador para las mujeres víctimas de violencia 
sexual en el conflicto, a pesar de diversas iniciativas del Estado para superar el 
déficit en la garantía de los derechos de estas víctimas.

75	 Ibíd. Párr. 143.
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Reparación colectiva

El AFP y las normas que lo implementan establecen que la reparación colectiva 
se hará a través de dos mecanismos: los Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET) y los programas de reparación colectiva que adelanta la UARIV. 

Los PDET son herramientas de planeación y gestión de los territorios más 
afectados por el conflicto armado, que tienen como finalidad “la transforma-
ción estructural del campo y el ámbito rural, y un relacionamiento equitativo 
entre el campo y la ciudad en las zonas priorizadas”76; nacen en el marco de la 
Reforma Rural Integral, contenida en el Punto 1 del AFP; y tienen “el reto de ar-
ticular iniciativas de desarrollo, asistencia social y reparación en el territorio”77. 

Sobre el enfoque reparador, la Corte, en la sentencia que estudió la constitu-
cionalidad del Decreto Ley 893 de 2017, se refirió, principalmente, a su diferen-
ciación con el otorgamiento de prestaciones sociales, pues estas últimas son 
una obligación diferente del Estado, aunque puedan contribuir a la reparación. 
Así, la obligación de reparar no se agota con las medidas sociales establecidas 
en los PDET, sino que estos deben integrar, adicionalmente, medidas que estén 
destinadas a reparar el daño individual o colectivo78. Sumado a esto, deberán 
articularse con los programas de reparación existentes, especialmente colecti-
va, como “los Planes de Acción Territorial (PAT), creados por los artículos 254 y 
siguientes del Decreto 4800 de 2011, en desarrollo de la Ley 1448 de 2011, sobre 
Víctimas y Restitución de Tierras, así como con los Planes de Retorno y Reubi-
cación y con los Planes de Reparación Colectiva”79.

En relación con el programa de reparación colectiva de la UARIV, vale señalar 
el déficit que tiene en materia de inclusión transversal del enfoque de género. Si 
bien la Unidad reporta 10 procesos de reparación colectiva con enfoque de gé-
nero80, estos se están implementando para procesos organizativos de mujeres 

76	 MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL. Decreto 893. (28, mayo, 2017). “Por el cual 
se crean los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial-PDET”. Bogotá D.C. http://es.presidencia.
gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20893%20DEL%2028%20DE%20MAYO%20DE%202017.pdf

77	 CORTE CONSTITUCIONAL. Op. Cit. Sentencia C-730 de 2017.

78	 Ibíd.

79	 Ibíd.

80	 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTELGRAL A LAS VÍCTIMAS (UARIV). Enfoques di-
ferenciales y organizaciones de mujeres. [Consultado el 30 de julio de 2021]. https://www.unidadvicti-
mas.gov.co/es/enfoques-diferenciales-y-organizaciones-de-mujeres/125
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o personas LGBT, mas no reporta cómo se ha realizado la implementación del 
enfoque de género en los sujetos mixtos de reparación colectiva. 

El déficit de inclusión de mujeres víctimas de violencia sexual en los PIRC fue 
comprobado por la Corte Constitucional en Sentencia T-718 de 2017, cuando ve-
rificó que en el Plan de El Salado no existían medidas diferenciales que tuvieran 
en cuenta a las víctimas de violencia sexual en el marco de la masacre del 2000, 
aun cuando la institucionalidad tenía conocimientos de estos hechos, al menos, 
desde 2008 con la expedición del Auto 092 de 2008. Por esta razón, la Corte orde-
nó a la UARIV incluir medidas diferenciales, teniendo como centro la participa-
ción de las mujeres. Este caso es acompañado por la Corporación Sisma Mujer, 
y hasta el momento el avance en la efectiva implementación de la sentencia es 
mínimo por cuestiones como la metodología para la identificación del daño y 
los obstáculos que persisten en el Comité de Impulso (conformado por inte-
grantes de la comunidad, en su mayoría hombres) para el reconocimiento de las 
víctimas y sus derechos dentro del PIRC. 

En el Segundo Informe de Seguimiento de la Ley 1448 de 2011 al Congreso de 
la República, la Procuraduría señaló la existencia de avances normativos para la 
implementación del enfoque de género en los programas de reparación colecti-
va y, a su vez, constató la persistencia de brechas en (i) la identificación del daño 
y (ii) la adopción de medidas específicas en los PIRC. Sobre lo primero, cons-
tató como una práctica recurrente la no identificación y/o consideración de las 
violencias contra las mujeres como parte del daño al sujeto colectivo, en efecto, 
se invisibilizan las violencias que son incluso conocidas por los integrantes del 
SRC, reafirmando así el silencio sobre lo que les pasa a las mujeres en el marco 
del conflicto armado81. En cuanto a la segunda brecha, identificó la falta de me-
didas diferenciales para sujetos de especial protección en los PIRC, incluyendo 
a las mujeres víctimas de violencia. En ese sentido, se reitera el mencionado 
“obstáculo del reconocimiento del impacto diferencial y desproporcionado de 
la violencia en la vida de las mujeres y la población OSIGD como sujetos de es-
pecial protección constitucional, toda vez que son limitadas las medidas para 
garantizar acciones diferenciales en PIRC”82.

En el mismo sentido, el tercer informe de seguimiento a las medidas de géne-
ro en el AFP de GPaz concluye que los derechos de las mujeres no están siendo 

81	 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Componente de reparación colectiva [en línea]. Balance 
Ley 1448 de 2011. Recomendaciones para garantizar los derechos de las víctimas del conflicto arma-
do.  2020. p. 72. https://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/PGN%20Balance%20de%20la%20
Ley%201448%20de%202011%20Componente%20Reparaci%C3%B3n%20Colectiva.pdf

82	 Ibíd. p. 74.
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garantizados en los procesos de reparación colectiva, principalmente porque, 
de una parte, si bien hay avances en la participación de las mujeres en las ins-
tancias de toma de decisiones, todavía persiste una brecha, pues “no en todos 
los casos se han implementado desde la UARIV procesos intencionados de forta-
lecimiento de la participación efectiva de las mujeres en estos espacios”83; y de 
otra parte, a pesar de que el AFP contemplaba el fortalecimiento de los planes 
de reparación colectiva con enfoque de género, “el gobierno nacional construyó 
el indicador PMI sin mención explícita a la incorporación  de  este  enfoque”84. 

De lo analizado hasta acá, es claro que el AFP y su desarrollo normativo previe-
ron dos énfasis para la reparación: las sanciones propias de la JEP con su com-
ponente restaurativo y el fortalecimiento de la reparación colectiva. En líneas 
anteriores se revisó qué implica, hasta el momento, dicho enfoque restaurativo 
para las víctimas de violencia sexual. Ahora, en el caso de la reparación colecti-
va, el panorama no resulta más alentador: no existe una directriz o lineamien-
tos para la implementación del enfoque de género en los planes de reparación 
colectiva de sujetos mixtos de reparación. Si bien existen casos de reparación 
colectiva a organizaciones o colectivos de mujeres, el reconocimiento de estos 
casos es la inmensa minoría en el universo de los PIRC, pues uno de los limi-
tantes que existen para su diseño e implementación es que existiera un proceso 
organizativo previo a la perpetración de las violencias, con lo cual se descartan 
muchos procesos que surgieron de la resistencia y sostenimiento de la vida por 
parte de las mujeres luego de los hechos victimizantes. Como lo ha confirmado 
la institucionalidad y la sociedad civil, existe un gran déficit de garantías para 
las mujeres en el marco de la reparación colectiva, lo cual significa que tampoco 
existen las condiciones para hablar de una reparación integral por esta vía. 

83	 GRUPO DE GÉNERO EN LA PAZ (GPAZ). La paz avanza con las mujeres. III Informe de observaciones 
sobre los avances en la implementación de enfoque de género del Acuerdo de Paz. 2021. P. 62. https://
www.sismamujer.org/wp-content/uploads/2021/09/gpaz_informe_2021.pdf

84	 Ibíd. p. 63.
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Con el panorama expuesto, es posible identificar los obstáculos que per-
sisten para la reparación integral de las mujeres víctimas de violencia 
sexual en el conflicto armado, y que las diferentes entidades que confor-

man el SIVJRNR deberían prever, desde ya, para corregir y subsanar el déficit de 
ciudadanía histórica de las mujeres víctimas. 

A.	 Uno de los grandes obstáculos para el reconocimiento y garantía de los de-
rechos de las mujeres víctimas de violencia sexual en el conflicto arma-
do es la creencia y la afirmación de que sus demandas de justicia, verdad, 
reparación y no repetición chocan con la posibilidad de implementar el 
AFP. Esto sucedió en La Habana y persiste en el SIVJRNR. Sin embargo, el 
problema no proviene de las víctimas y sus exigencias, sino del modelo, 
construido bajo un discurso de centralidad de las víctimas que está lejos de 
ser realidad, en particular, para las mujeres y niñas víctimas de violencia 
sexual. Los sistemas de justicia transicional, de los que se ha nutrido el mo-
delo colombiano, fueron creados bajo una concepción masculina, lejos de 
explorar y reconocer la experiencia vital de las mujeres y niñas en la guerra 
y, por lo tanto, de crear un andamiaje que les dé una respuesta adecuada85. 
El modelo adoptado en Colombia no es lejano a esta tendencia y aun cuan-
do el AFP y su desarrollo contemplan importantes medidas de género, estas 
fueron fruto de la movilización, exigencia e incidencia de las mujeres y sus 
organizaciones. Mientras se niegue una revisión del modelo, de cara a la 
evidencia de falta de garantía de los derechos de las víctimas de violencia 
sexual en el conflicto armado, persistirán los déficits de respeto y garantía 
de sus derechos humanos, continuando así su exclusión de la ciudadanía 
plena. Un ejemplo de ello es la forma en que se ha previsto y desarrollado, 
hasta el momento, el componente de reparación. 

B.	 Todavía no existe un reconocimiento del enfoque transformador de las 
reparaciones para las víctimas de violencia sexual. Por el contrario, se 
mantiene un enfoque primordialmente restitutivo que, como se expuso 
en líneas anteriores, conlleva a devolver a las víctimas a un estado ante-
rior a la victimización de discriminación y violencia, dentro y fuera del 
conflicto armado. Por ello, en vista de la apuesta, el andamiaje y el discur-
so de enfoque diferencial del AFP y su desarrollo normativo, esta debería 
ser una oportunidad para reevaluar y construir un modelo que verdadera-

85	 NAGY, Rosemary. “Transitional Justice as Global Project: critical reflections”. Third World Quarterly. 
Vol. 29. No. 2, 2008, pp. 275 – 289.
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mente atienda a las necesidades, expectativas y exigencias de las mujeres 
y niñas víctimas de violencia sexual en el conflicto armado. Mantener las 
instituciones, procedimientos y lineamientos previos, sin modificación 
alguna, es un claro mensaje de exclusión para las mujeres y niñas. 

C.	 En materia de indemnización, la participación de las víctimas en el SI-
VJRNR implica la renuncia a la indemnización judicial, quedando como 
únicas vías posibles: la reparación administrativa y la acción de repara-
ción directa, cuando el responsable sea un agente del Estado. Así, en vez 
de superar el rezago de la falta de reparaciones judiciales en el marco de 
otros sistemas penales por la impunidad de los delitos sexuales, la pro-
fundiza al supeditar la indemnización únicamente a la administrativa, 
que está lejos de reconocer el rol y los impactos de las mujeres y niñas 
en el conflicto armado. Además, el andamiaje normativo ni siquiera pre-
vió la priorización de las víctimas que participen en la JEP, y mucho me-
nos la de las mujeres víctimas, como medida afirmativa que reconozca 
los impactos diferenciados de la violencia sexual y el impacto que genera 
la participación en un nuevo escenario judicial, en el que, según lo ha 
constatado Corporación Sisma Mujer, persisten las mismas barreras para 
la justicia y la verdad por la negación sistemática de los hechos por par-
te de los perpetradores y la renuencia de los operadores de justicia para 
adoptar una metodología que realmente responda a la violencia sexual 
cometida por todos los actores armados. 

D.	 En cuanto a las medidas de satisfacción, estas se manifiestan a través de 
tres mecanismos: régimen de condicionalidad, la justicia restaurativa y 
los proyectos de reparación presentados ante la Sala de Reconocimiento. 
En todas ellas el reconocimiento de la victimización y el ofrecimiento de 
perdón son esenciales para su éxito. En el caso de la violencia sexual, 
existe una negativa sistemática de los perpetradores a reconocer su ocu-
rrencia, negación que además está acompañada por la falta de acciones 
desde la justicia para lograr el reconocimiento de los hechos. Con ello, 
persiste la histórica afirmación de que los hechos de violencia sexual fue-
ron aislados o conexos a otros delitos más importantes o verdaderamente 
graves. En relación con los proyectos restaurativos, su implementación 
tendrá grandes retos, ya que dependerá de la creación de nuevos linea-
mientos de reparación y justicia restaurativa con enfoque de género, que, 
hasta el momento, no existen.
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E.	 Sobre otras medidas de reparación, queda la duda sobre la relación de la 
JEP con la UARIV y con otras entidades que tengan a su cargo competen-
cias para la reparación de las víctimas y la posibilidad de que el tribunal 
pueda emitir órdenes sobre componentes diferentes a la indemnización. 
En virtud de los compromisos del Estado en materia de reparación, la 
centralidad de las víctimas que proclama el SIVJRNR y el criterio de inter-
pretación pro persona, la JEP, como autoridad judicial, tendría la compe-
tencia para ordenar medidas de satisfacción, rehabilitación y no repeti-
ción incluso fuera de los proyectos de reparación.

F.	 El otro gran énfasis de las reparaciones en el AFP fue la reparación co-
lectiva, que luego de 13 años de implementación sigue sin implementar 
medidas de género que permitan el reconocimiento y la reparación de las 
víctimas de violencia sexual en los territorios, a pesar de que las cifras 
oficiales comprueban su sistematicidad. 
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El derecho a la reparación integral de las víctimas 
de graves violaciones de derechos humanos tiene como fin 

el resarcimiento de los daños sufridos. 
En general, se ha señalado que el ideal es alcanzar 

la restitutio in integrum, es decir, devolver a las víctimas 
a la situación previa a la victimización; 

sin embargo, como se analiza en este documento, 
en vista de los diferentes regímenes jurídicos 

creados en Colombia para afrontar las graves violaciones 
de derechos humanos e infracciones al DIH 

en el conflicto armado y la respuesta que dentro 
de los mismos han encontrado las niñas y mujeres víctimas 

de violencia sexual que reclaman su derecho a la reparación, 
se hace necesario estudiar cómo es su desarrollo 

en el marco del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR) y en qué situación 

quedan estas víctimas.




